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1. Norma acusada
DECRETO 268 DE 2000
(febrero 22)
Por el cual se dictan las normas del régimen especial de la carrera administrativa de la Contraloría General de la República
ARTICULO 3. CARGOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA. Son cargos de carrera administrativa todos los empleos de la Contraloría General de la República, con excepción de los de libre nombramiento y remoción que se enumeran a continuación: 
- Vicecontralor 
- Contralor Delegado 
- Secretario Privado 
- Gerente 
- Gerente Departamental 
- Director 
- Director de Oficina 
- Asesor de Despacho 
- Tesorero […]
 
2. Decisión
Primero.- Declarar INEXEQUIBLE la expresión “director” contenida en el artículo 3 del Decreto Ley 268 de 2000.
Segundo.- Declarar EXEQUIBLES, por los cargos examinados, las expresiones “Gerente Departamental”, “Director de Oficina” y “asesor del despacho”, contenidas en el artículo 3 del Decreto Ley 268 de 2000.
3. Fundamentos de la decisión
La Corte reafirmó que de acuerdo con lo consagrado en el artículo 125 de la Constitución, la carrera administrativa es el principio constitucional que orienta el ingreso, la permanencia, la promoción y el retiro en los diferentes empleos del Estado. En esa medida, la regla general para el acceso a los cargos públicos –salvo que se trate de cargos de elección popular, de trabajadores oficiales o de libre nombramiento y remoción- es a través del sistema de méritos propio de la carrera administrativa. 
La jurisprudencia ha precisado que los cargos de libre nombramiento y remoción no pueden ser otros que los creados de manera específica por la ley, según el catálogo de funciones del organismo correspondiente, para cumplir un papel directivo, de manejo, de conducción u orientación institucional, en cuyo ejercicio se adoptan políticas o directrices fundamentales, o los que implican la necesaria confianza de quien tiene a su cargo dicho tipo de responsabilidades. En este último caso, no se trata de la confianza inherente al cumplimiento de toda función pública, que constituye precisamente uno de los objetivos de la carrera administrativa, pues el trabajador que es nombrado o ascendido por méritos va aumentando el grado de fe institucional en su gestión, sino de la confianza inherente al manejo de asuntos pertenecientes al exclusivo ámbito de la reserva y el cuidado que requieren cierto tipo de funciones, en especial, aquellas en cuya virtud se toman las decisiones de mayor transcendencia para el ente de que se trata. Ahora bien, el examen de las funciones asignadas a cada cargo permite constatar si se trata de verdaderos cargos de libre nombramiento y remoción.
En el caso concreto de los cargos previstos en el artículo 3 del Decreto Ley 268 de 2000, como de libre nombramiento y remoción de la Contraloría General de la República, la Corte encontró que en relación con los cargos de Gerente Departamental, Director de Oficina y asesor del despacho, el legislador actuó de manera razonable y acorde con el principio general de la carrera administrativa. En efecto, los dos primeros son cargos de nivel directivo, por lo que les corresponde el desempeño de funciones de dirección general, de formulación de políticas y adopción de planes, programas y proyectos. El Gerente Departamental representa a la Contraloría General en el territorio de su jurisdicción y en esa calidad, debe conducir la política institucional de la entidad en el ámbito territorial asignado, bajo la inmediata supervisión del Contralor General. Por tanto, su naturaleza y funciones son las propias de un cargo de libre nombramiento y remoción, que encaja en las excepciones que puede establecer el legislador, sin desvirtuar la regla general de la carrera administrativa.
De otra parte, el Director de Oficina tiene a su cargo la responsabilidad de asesorar y contribuir a la formulación de políticas. Según la definición legal, las direcciones de oficina son dependencias de apoyo directo a la conducción y orientación institucional cuyas responsabilidades y atribuciones asignadas ubican a quien desempeña dicho empleo en un nivel indudablemente directivo, de confianza y manejo. Dentro de tal categoría se encuentran los Directores de las Oficinas Jurídica, de Control Interno, de Control Disciplinario, de comunicaciones y Publicaciones, de Planeación, de Capacitación, Producción de Tecnología y Cooperación Técnica Internacional. Por tal motivo, resulta compatible con lo que establece el artículo 25 de la Carta, que ese cargo haya sido excluido del régimen de carrera. Por otro lado, el cargo de asesor del despacho constituye una instancia de consulta, coordinación, evaluación de los asuntos para los cuales fueron creados. Este cargo está vinculado a los despachos del Contralor y Vicecontralor, dependencias que tienen como función principal prestar los apoyos auxiliares y administrativos inmediatos que demande el Contralor General, contribuyendo a facilitar el ejercicio de sus atribuciones, competencias y funciones constitucionales y legales. En esa medida, se trata de cargos intuito personae, en los que la relación de confianza autoriza su provisión discrecional, como cargo de libre nombramiento y remoción.
No ocurre lo mismo con el cargo de Director, pues aun cuando el artículo 3º del Decreto 268 de 2000 lo clasifica como un empleo de nivel directivo, tiene como responsabilidad orientar y dirigir en forma inmediata en el ámbito de su competencia, el conjunto de labores y actividades que demande el ejercicio de sus funciones; responder, en su respectivo nivel, por los resultados de la gestión misional o administrativa, según el caso; por la conducción institucional; por la orientación de las políticas y su formulación; por el apoyo inmediato de naturaleza técnica que demande cada contraloría delegada, gerencia nacional o los directivos de otras áreas. Es decir, que su competencia cobija un sinnúmero de funciones meramente administrativas que no son incompatibles con un sistema de carrera, pues no conducen a la adopción de políticas de la entidad, ni implican confianza especial, ni responsabilidad de aquel tipo que reclame este mecanismo de libre nombramiento y remoción. 
De ahí que la Corte haya concluido en la exequibilidad de las expresiones “Gerente Departamental”, “Director de Oficina” y “asesor del despacho”, previstas en el artículo 3 del Decreto Ley 268 de 2000 e inexequible la expresión “Director”, incluida en la misma disposición. 
4. Salvamento y aclaración de voto
El magistrado NILSON PINILLA PINILLA salvó parcialmente el voto, por considerar que todos los cargos demandados previstos en la categoría de libre nombramiento y remoción excepcional en el artículo 3º del Decreto 268 de 2000 deberían pertenecer a la carrera administrativa en la Contraloría General, ya que no encuentra una razón suficiente desde la perspectiva constitucional, que justifique su exclusión del postulado general consagrado en el artículo 125 de la Constitución. Por su parte, el magistrado MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO presentará una aclaración de voto acorde con su posición respecto de la naturaleza y alcance de la carrera administrativa. 
